MANIFIESTA ESTADO CRÍTICO DEL SECTOR TRANSPORTE – SOLICITA READECUACIÓN TARIFARIA EN CARÁCTER DE URGENCIA – PRESENTA ESTUDIO DE COSTOS AL 30/06/2022
Mar del Plata, Miércoles 13 de Julio del 2022.

Sr. Secretario de Gobierno del Partido

de General Pueyrredón

Dr. Santiago Bonifatti 

Su despacho.

De nuestra consideración: 




JUAN MARIA INZA DECAUX, en mi carácter de Presidente de la CAMARA MARPLATENSE DE EMPRESAS DE TRANSPORTE AUTOMOTOR DE PASAJEROS (CAMETAP), que integran la totalidad de las empresas concesionarias de la prestación del servicio público de transporte urbano colectivo de pasajeros del Partido de General Pueyrredón, respetuosamente me presento y digo: 

1.- LOS DERECHOS Y LA JURISPRUDENCIA EN LOS PROCESOS INFLACIONARIOS. - 
 


Al respecto, la doctrina y jurisprudencia “ius administrativa” han dicho que el equilibrio económico - financiero de un contrato administrativo puede sufrir menoscabo por tres circunstancias fundamentales:

a) causas imputables a la Administración – contratista, en tanto no cumpla con las obligaciones específicas que el contrato pone a su cargo, o introduzca “modificaciones” excesivas al mismo (responsabilidad contractual, que genera el derecho del contratista a ser compensado de todas las consecuencias económicas que generen: por ej. los arts. 30 y 53, inc. a) ley 13.064 fijan en un 20% el límite del ejercicio del “ius variandi”);

b) Causas imputables al Estado (se trate o no el organismo contratante) y que incidan por vía refleja en el contrato administrativo (hecho del príncipe);

c) Por trastornos de la economía general debido a circunstancias externas no imputables al Estado (teoría de la imprevisión)
.-

   


En tal sentido, la ecuación económica de nuestro contrato está sufriendo una grave distorsión como consecuencia de la decisión unilateral del Poder Ejecutivo Nacional de devaluar el signo monetario, lo que produjo, como contrapartida, el proceso inflacionario en el que estamos inmersos los argentinos que afecta directamente a los insumos básicos necesario para la correcta prestación del servicio público de transporte urbano colectivo de pasajeros. -



El contrato de concesión que nos vincula con la Municipalidad de General Pueyrredón, en las condiciones económicas actualmente vigentes, se ha tornado de imposible cumplimiento. -



Ello significa que, en la especie, estamos ante la segunda de las hipótesis de ruptura del equilibrio económico financiero del contrato, que es la que se denomina teoría del “Hecho del Príncipe” (Factum principis), determinante de la llamada “alea administrativa”, por oposición al “alea económica”, propia de la llama “Teoría de la imprevisión”, alea ésta “ajena” a la voluntad estatal
.-




Esta teoría, considerada como una de las más confusas del derecho administrativo
, fue elaborada para corregir las consecuencias de aquellas intervenciones de los poderes públicos que tenían por efecto afectar, con medidas generales, las condiciones jurídicas conforme a las que el contratista ejecutaba su contrato.- 




El hecho del príncipe puede emanar de cualquier órgano y/o repartición estatal, perteneciente a un mismo orden jurídico, ya sea nacional o provincial, se trate o no de la Administración contratante (para algunos autores se limita a actos de la misma autoridad) y el mismo confiere el derecho al contratista a requerir una indemnización integral por tratarse de un comportamiento del Estado (a diferencia de la “teoría de la imprevisión” cuya reparación no es integral sino parcial, dado que no es imputable específicamente al Estado).-




Las condiciones exigidas para invocar el “hecho del príncipe” –que, como hemos visto a través del significativo incremento de los insumos más importantes, se cumplimentan en nuestro caso particular–, son los siguientes:

a) que la medida general adoptada emane de una autoridad estatal perteneciente al mismo orden jurídico de la administración contratante; 

b) que exceda el alea “normal” del contrato, esto es, que torne algo más oneroso o difícil el cumplimiento de las obligaciones,

c) que sea imprevisible; no considerando como tal la invocación de un hecho propio del órgano contratante
;

d) que cause una verdadera alteración o trastorno en el contenido del contrato (sanción de nuevos impuestos, leyes sociales, etc.);

e) que exista una relación de causalidad y que el daño sea cierto y especial.

   


La gravedad de la situación está dada porque la Municipalidad nos ha encomendado la organización y el funcionamiento del servicio público de transporte por medio del otorgamiento de una concesión a “título oneroso”, lo que implica que, para su prestación, percibimos una retribución que le plasma a través del precio que abonan los usuarios. -
 


Así se desprende del pliego de bases y condiciones aprobado por la Ordenanza N° 16.789, el que establece que los servicios que debe prestar el concesionario se compensan mediante el pago de “tarifa” que resulta equivalente al precio final de un viaje; expresando en el art. 1 que: 

“Se establece que el ingreso por los servicios será mediante el pago de tarifa por parte del usuario. Para hacer uso del servicio, el público usuario deberá adquirir previamente su boleto, pase o abono, conforme el Sistema de Comercialización de Boletos o en su defecto efectuar el pago a bordo de la unidad. Asimismo, el/los concesionarios podrán percibir ingresos por publicidad en las unidades y/o tarjetas magnéticas ajustándose a las reglamentaciones vigentes o las modificatorias que el Poder concedente establezca oportunamente”




Esta premisa es ratificada, además, por otras previsiones del pliego licitatorio, entre las que se encuentran la que dispone que el valor de la “tarifa retributiva del servicio” apunta a representar el costo teórico que permita la “autosustentabilidad” del sistema técnicamente estructurado, por lo que en su estructura debe reflejar las variaciones de los costos y de eficiencia del sistema (CS., en “Maruba”, ver en LL 1999-F-454). -
   

 
 En otras palabras, en los contratos de concesión de servicios públicos la “tarifa” retributiva del servicio constituye el centro alrededor del cual gira todo el contrato,  al constituir uno de los principales elementos que vinculan a todos los sujetos involucrados en la relación jurídica, es decir, al Estado concedente, al concesionario y a los usuarios (Bianchi, Alberto, en “La tarifa en los servicios públicos (del Rate of return al price cap), en “Contratos administrativos”, ed. Ciencias de la Administración, año 1999, pag. 504).-





De esta forma, entonces, y a efectos de asegurar la regularidad y la continuidad en la prestación del servicio público de que se trate, las tarifas deben ser, en su valor, suficientes para cubrir los costos de mantenimiento, de explotación, de expansión y mejoramiento; la amortización de los bienes, los costos financieros e inversiones, y la razonable rentabilidad del concesionario 
 
.-





El mantenimiento de la ecuación económico financiera de las concesiones constituye una cuestión de orden público, ya que la actual situación deficitaria del sistema no sólo redundará en la imposibilidad de los concesionarios de cubrir los costos de explotación y de obtener una “utilidad razonable”, sino que, lo que es más grave aún, desembocará en un impedimento para brindar un servicio regular y eficiente, conforme con el compromiso que los concesionarios asumieron ante la comunidad marplatense
.-
2.- DESCRIPCIÓN DE LA SITUACIÓN DE LAS EMPRESAS

Desde la Cámara Marplatense de Empresas de Autotransporte de Pasajeros (CAMETAP) manifestamos que nuestras asociadas no se encontraron ni se encuentran hoy en día ajenas a los avatares de este incierto contexto en el cual estamos todos sumergidos. La creciente inflación y devaluación del tipo de cambio, traen aparejadas alteraciones en la ecuación económico-financiera de las empresas del sector, imposible de ser paliadas con una tarifa desactualizada y subsidios cuasi-congelados.

AFECTACIÓN EN LA CANTIDAD DE PASAJEROS: La abrupta caída en el nivel de actividad en el cual nos vimos inmersos durante los meses más crudos de la Pandemia COVID-19, que se tradujo en el mayor descenso que se haya sufrido en la historia del sector, llegó al punto máximo del 90% duramente los primeros meses del Aislamiento Social Preventivo y Obligatorio. Hoy en día nos encontramos trabajando al 65% de una cantidad de pasajeros que se podría considerar “normal” si tomamos información pre-pandemia (Períodos 2018/2019).
 El desaliento al uso del transporte público promovido oportunamente desde los sectores que tomaron las decisiones en torno a la movilidad en el marco de la Pandemia más cruda, limitándolo únicamente a las trabajadoras y trabajadores de actividades esenciales, signó el presente y futuro del consumo de este tipo de servicios en el corto y mediano plazo. Desde el primer momento, nuestra actividad fue señalada por el sector público como ESENCIAL, lo cual no fue menor por la importancia que ello representa, cubriendo un servicio básico para la población. Empero, lo anterior no fue acompañado por políticas de apoyo que garanticen un marco para la sustentabilidad de la actividad. 

MEDIDAS INSUFICIENTES: Los beneficios derivados del Programa de Apoyo al Consumo y la Producción, en su expresión A.T.P. (luego, reemplazado por el Programa de Recuperación Productiva REPRO), fueron denegados al sector del transporte urbano y suburbano, sosteniendo la negativa en el requisito de estar percibiendo subsidios estatales. Claramente, esta restricción no tiene un sustento lógico, toda vez que la asistencia que el Estado comenzó a brindar a partir del año 2002 y hasta la fecha al sector se fundamenta en lograr una tarifa accesible a toda la población. De hecho, si la génesis de estos subsidios nunca hubiese ocurrido, el precio del boleto en toda la República Argentina hubiera sido mucho más oneroso. Este paliativo que existía antes de la pandemia generada por el COVID-19, continúa vigente para lograr el cometido anterior, pero de ninguna manera se modificó para amortiguar los efectos de esta nueva circunstancia. El haber contado con el beneficio del A.T.P., hubiera permitido cubrir aunque sea en parte el salario del personal de nuestro sector. 
DE LOS SUBSIDIOS Y COSTOS: Sumado a ello, los subsidios corrientes se están percibiendo asincrónicamente, si nos comparamos con otras jurisdicciones provinciales. Son ya recurrentes los retrasos en las liberaciones de las partidas mensuales que cada prestataria debería recibir en plazos que otrora estaban programados, y le otorgaban un marco de previsibilidad presupuestaria empresarial. Paralelamente, sin ánimos de ser reiterativos, las variaciones nominales de las partidas no acompañan el proceso inflacionario, quedando rezagadas, y no pudiendo cumplir su cometido: compensar parte de la estructura de costos y evitar la puja tarifaria.
Los servicios de transporte fueron reprogramados y adaptados a esta nueva realidad de demanda retraída, intentando llegar a un equilibro entre el par dialógico nivel de servicio / sostenibilidad económica de su prestación, con la intención de lograr la supervivencia de las empresas y con ella, los miles de puestos de trabajo que directa e indirectamente el sector sustenta. No debe perderse de vista que las empresas dedicadas al transporte tienen un alto componente de costos fijos, los cuales no pueden reducirse ni amoldarse en el corto plazo para adecuarse a la realidad del mercado. Las nóminas de personal no sufrieron modificaciones por tal motivo; todas las empresas priorizaron el Capital Humano a costa de un fuerte y caro endeudamiento. El parque móvil permaneció incólume en su cantidad, e incluso las empresas afrontaron renovaciones de unidades pese al contexto adverso. El sostenimiento de toda la estructura debe realizarse para no permitir que el capital perima.


Ante la falta de respuesta del Estado, las empresas nucleadas en la Cámara Marplatense de Transporte Automotor de Pasajeros (CAMETAP) han debido recurrir a diferentes herramientas de financiación para poder enfrentar los costos más urgentes y no evitables. Adelantos en Cuenta Corriente, Descuento de Cheques, e incluso Préstamos Bancarios. Ante esta situación, la capacidad de cancelación de los mismos resulta absolutamente prohibitiva.
LA CUESTIÓN SALARIAL: A todo esto, también hemos afrontado los resultados de la negociación de las nuevas paritarias de U.T.A.: un incremento del 50% en los haberes de todas las categorías en relación a los vigentes en Diciembre 2021 / Verano 2022, con más la fijación de una suma No Remunerativa Extraordinaria de $ 69.000 para cada empleado, con vigencia hasta Agosto del 2022, dejando liberado el tratamiento de los salarios que regirán para Septiembre en adelante, conforme el devenir de la economía en estos meses. Si bien existió el compromiso por parte del Ministerio de Transporte al momento de la firma del acuerdo salarial, de aportar parte de los fondos suficientes para afrontar tales incrementos, en la práctica esto no ha sucedido, agravando aún más las finanzas del sector. Muchas jurisdicciones no han podido, al día de la fecha, afrontar el pago de las remuneraciones con estos aumentos, e incluso algunas sin saldar salarios de meses anteriores (incluidos el S.A.C. del Primer Semestre 2022).


Desde la Federación Argentina de Transporte por Automotor de Pasajeros (F.A.T.A.P.) en la última reunión previa al acuerdo salarial, imperiosamente solicitó a las autoridades nacionales en materia de transporte que “los pagos comprometidos serían efectuados siempre y cuando las empresas por ella representadas perciban efectivamente de las jurisdicciones las acreencias provenientes del Fondo Compensador del transporte y de los acuerdos celebrados entre aquéllas y el Estado Nacional, y en los plazos que el cumplimiento de las obligaciones asumidas en este Acuerdo lo requiera”. Pese a lo acordado, las empresas cuentan con un retraso de tres meses en la recepción de esos conceptos, continuando pendientes al día de la fecha.



Préstese atención al comunicado de prensa que a nivel nacional F.A.T.A.P. difundió, en el marco de la imposibilidad de afrontar los nuevos costos salariales: 
“La Federación Argentina de Transportadores por Automotor de Pasajeros (F.A.T.A.P.), informa que las empresas prestadoras del servicio de transporte público urbanos y suburbanos del interior del país suspenderán los servicios entre las 22:00 hs del día
miércoles 29/06/22 y las 06:00 hs del día jueves 30/06/22, para dar prioridad a los que funcionan en horas pico. Asimismo, ha condicionado el pago de los salarios del mes de junio y el medio aguinaldo a la asignación de los fondos necesarios para ello, alertando que, en caso de no contar con recursos suficientes, los pagos podrían efectuarse de modo parcial y escalonado. La medida es consecuencia de:

1) La publicación de la Resolución MT N°401/22, que asigna al sector un presupuesto de $38.000 millones para el año 2022, a pesar de que existe dictamen favorable de las Comisiones de Transporte y Presupuesto y Hacienda de la H. Cámara de Diputados de la Nación en asignar al sector $59.500 millones por el mismo período.
2) La imposibilidad material de atender salarios, aguinaldos y los costos erogables, tales como combustibles, lubricantes, neumáticos, reparaciones y seguros, elementos todos imprescindibles para mantener operables los servicios.

Para atender dichas obligaciones, los fondos presupuestados en el marco del Fondo                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                      Compensador del Transporte, deberían ser distribuidos por el Ministerio de Transporte al sistema en el orden de los $6.500 millones para el mes en curso, que deberían ser
cancelados antes del cuarto día hábil del mes de julio próximo, sin los cuales los condicionamientos insertos en el acuerdo paritario se tornarán operativos.

A la situación descripta deben sumarse los constantes incrementos en el precio del gasoil, sumado al agotamiento del stock disponible y la falta de reposición del consumido, hechos que deterioran aún más la ecuación económica de los servicios.

Lamentamos los contratiempos que esta medida ocasionará a nuestros usuarios y a la población en general, sin perjuicio de que FATAP continuará incansablemente apelando a la responsabilidad de las autoridades competentes para que adopten las medidas de fondo necesarias para evitar la paralización total del sistema, la desaparición de empresas de capital nacional y la consecuente pérdida de los puestos de trabajo que generan”.                              

INEQUIDAD AMBA – INTERIOR: En una presentación anterior efectuada por esta Cámara, hicimos mención a una nota que data del 09/02/2021, en donde el entonces ministro de Transporte de Nación, Mario Meoni, expone una realidad que data de muchos años y que actualmente se sostiene, en términos del desequilibrio entre el sector del AMBA y el Interior del País, en cuanto a política de distribución de subsidios se refiere. Si bien hoy en día la tarifa vigente en la zona del AMBA se incrementó aproximadamente un mes luego de más de dos años sin ser alterada (de $ 18 a $ 25,20), y a su vez contando con el esquema de subsidios por transbordo, el espíritu sigue vigente: “El subsidio para el AMBA cubre el 80% de su estructura de costos”. En cambio, si realizamos el mismo análisis para las empresas del interior del país, la relación se invierte: los subsidios cubren apenas entre el 20% y el 25%.

Son de público conocimiento los proyectos presentados en el Congreso de la Nación para revertir tal situación (no sólo desde la oposición, sino también desde algún sector del oficialismo también se intenta impulsar cambios). De hecho, muchas provincias ya presionan a la Nación para que reparta equitativamente el subsidio al transporte público, preocupadas por la situación que atraviesa el transporte público en el interior. Se pide al Congreso Nacional que debata un nuevo modelo de distribución de compensaciones tarifarias que tengan como principio la igualdad y equidad en todo el territorio. Pero al momento, nada ha pasado del plano de las ideas.
COROLARIO: Cada uno de los puntos antes mencionados socava más y más la posibilidad de sobrevivir, tal como están transitando la mayoría de los rubros hoy en día. Ante el estado de situación, la única salida que se puede avizorar en el cortísimo plazo es la adecuación tarifaria. La nueva ecuación económico-financiera dadas estas perspectivas arroja un escenario que duplica sin más la tarifa del transporte hoy vigente. 

 


3.- ESTUDIOS DE COSTOS REALIZADOS POR LA C.A.M.E.T.A.P., ACTUALIZADO CON PARÁMETROS AL 30/06/20022
 


Se ha efectuado conforme el anexo al presente el estudio de costos. El cálculo general de la tarifa plana actual determina un monto de PESOS CIENTO CINCUENTA CON 12/00 ($ 150,12).  Teniendo en cuenta el precio del boleto actual ($ 74,38), estamos ante una brecha del 100% en su valor.



En esa estructura se puede evidenciar el impacto de las principales variables que afectan al costo. Por ejemplo, el precio del combustible, se incrementó en un 99% si comparamos los valores abonados en Noviembre/Diciembre del 2021 en relación con el precio vigente actual. Por su lado, se ha producido un incremento salarial del 50% sólo con miras a un solo semestre. Los repuestos, cubiertas, y otros componentes que se encuentran fuertemente “atados” al valor dólar se tornan cada vez más prohibitivos; la devaluación del signo monetario es inminente. Los pronósticos “menos desalentadores” de inflación para este año no bajan del 80%. 
  
 

4.- PASAJEROS QUE “GOZAN” DE ATRIBUTOS SOCIALES



Con la implementación del Sistema Único de Boleto Electrónico (SUBE), grupos de usuarios tales como Jubilados, Pensionados, Empleadas de Casas Particulares, Beneficiarios de Planes Sociales, se encuentran alcanzados por el beneficio denominado “Atributo Social”, el cual consta actualmente de un descuento en el valor de su pasaje del 55% (que se aplica al momento de cancelar su boleto a bordo con la respectiva tarjeta personalizada). Dicho beneficio, posteriormente es compensado a las Empresas directamente por el Estado Nacional (vale decir, esos valores NO están incluidos en SISTAU ni CCP). El 35 % de los pasajeros que abonan boleto (“PASAJEROS QUE PAGAN”, según la metodología) son beneficiarios del anterior descuento.

Como nuestras empresas continúan en la Red SUBE, los usuarios de tarjetas con el beneficio de Atributo Social, continuarán abonando el 45% del valor tarifario que consuman. El 55% restante, el Estado Nacional actualmente lo reintegra a las Empresas, pero con una demora de 60 días, hecho que genera un serio problema financiero a las empresas, ya que cuantitativamente el 20% de la recaudación de las empresas se encuentra desfasada en el tiempo en 2 meses.



5.- CONCLUSION FINAL. -SOLICITA AUMENTO DE LA TARIFA. -


El contrato de concesión de servicios públicos es un contrato de “larga duración” que se caracteriza por su naturaleza esencialmente sujeta a cambios y adaptaciones a lo largo del período de cumplimiento, siempre sobre la base de un acuerdo asentado en un mecanismo de mantenimiento permanente de un equilibrio dinámico de las prestaciones de ambas partes.



Y esta realidad se presenta de este modo porque ninguna de las partes del contrato –la Municipalidad y los empresarios del transporte—podríamos determinar al principio de su ejecución cuál será con exactitud y precisión el tamaño de su prestación a lo largo de todo el contrato. Por ello es que resulta vital la existencia de mecanismos que sean idóneos para revisar en modo habitual el equilibrio de las prestaciones en el período de su ejecución contractual.



Y así como nuestra obligación se centra en la prestación del servicio público dentro de los principios de “generalidad”, de igualdad de trato, y de regularidad y obligatoriedad que conlleva su continuidad; resulta imprescindible que la Municipalidad de General Pueyrredón materialice las potestades públicas indispensables para morigerar los efectos nocivos que los altos costos provocan en la ecuación económica financiera de los concesionarios que, como hemos acreditado, se encuentran nuevamente en una situación de desequilibrio que puede afectar la debida prestación del servicio.


En virtud del análisis y los argumentos transcriptos en la presente es que solicito, a este cuerpo estatal, que determine el aumento general de la tarifa plana del servicio de transporte público urbano regular de pasajeros del partido de General Pueyrredón a PESOS CIENTO CINCUENTA CON 12/00 ($ 150,12)



Saludo a Usted muy atentamente
� Cassagne Juan Carlos en “El contrato administrativo”, 3º ed., editorial Abeledo Perrot, pag. 105 y ss.


� Marienhoff, pag. 476.


� Laubadere, André de, en “Tratado de Derecho Administrativo”, t. II, nº 1291, pong. 516 y citado por Cassagne en pag. 106 nota nº 68 de su obra citada anteriormente.


� CS. Fallos 308-821 en “Rosa María Juan Martínez Suárez de Tinayre c. ATC.”


� Bianchi, Alberto, Rev. Der. Adm., 1998, año 10, dice que la tarifa representa el precio que el usuario debe pagar por el servicio prestado. Y a la vez representa el monto de la retribución que el concesionario recibe por la prestación de los servicios (pag. 37).


� Las empresas tienen derecho a tener ganancias razonables para, así, asegurar la estabilidad y crecimiento del sistema (Gordillo, Agustín, “Tratado Derecho Administrativo”, t. II-VI-19); por ello es que debe asegurarse el respeto de la necesaria proporcionalidad entre el servicio prestado y la retribución abonada (ver Gordillo, op. cit, pag. 20 y nota 3.36, referenciando el voto del Juez Uslenghi, en el caso “Fernández”, publicado en LL 1997-E-535).


� Cincunegui, op. cit., pag. 1, in fine.	
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